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 RESUMEN: El presente Artículo abordará la vulneración al debido proceso, derecho de la defensa y la presunción 
de inocencia; en la imposición de medidas de protección durante la emergencia sanitaria declarada por el Covid-19 Decreto 
Legislativo N° 1470, asimismo se realizará un análisis crítico de la viabilidad que brinda el proceso especial de otorgamiento 
de medidas de protección regulada en la Ley Nro. 30364.Finalmente, los autores arribaremos a una reflexión final a raíz de 
los temas expuestos sobre la importancia del debido proceso, derecho de defensa y la presunción de inocencia.
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ABSTRACT: This Article will address the violation of due process, the right of defense and the presumption of 
innocence in the imposition of protection measures during the health emergency declared by the COVID-19 Legislative 
Decree No. 1470. A critical analysis of the viability provided by the special process of granting protection measures 
regulated in Law No. 30364 will also be carried out. Finally, the authors will arrive at a final reflection as a result of the topics 
exposed on the importance of due process, the right of defense, and the presumption of innocence. 
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como la transgresión de derechos de defensa, debido 
proceso y la vulneración de la presunción de inocencia, 
asimismo la vulneración de la victima al derecho de la 
tutela jurisdiccional efectiva.

II. ¿CUÁL ES EL DERECHO QUE SE 
PROTEGE EN LA LEY N° 30364?
De acuerdo a lo establecido en la ley N° 30364, en su 
artículo 1 tiene como objeto la prevención, erradicación y 
sanción de toda forma de violencia contra las mujeres y 
contra los integrantes del grupo familiar. Es menester 
mencionar que en la presente ley materia de estudio, se 
evidencia su intención de garantizar o mitigar los casos de 
violencia contra la mujer y el grupo familiar mediante la 
imposición de medidas de protección, así como la 
derivación a tratamientos para la recomposición del grupo 
familiar, por lo que es de importancia saber cómo la ley 
30364 define la violencia contra la mujer y la violencia 
contra los integrantes del grupo familiar.

2.1.  Violencia contra las mujeres
 En la ley N° 30364 la encontramos definida en el  

artículo 5, el cual nos expresa textualmente lo 
siguiente: “ARTÍCULO 5. LA VIOLENCIA CONTRA 
LAS MUJERES ES CUALQUIER ACCIÓN O 
CONDUCTA QUE LES CAUSA MUERTE, DAÑO O 
S U F R I M I E N T O  F Í S I C O ,  S E X U A L  O 
PSICOLÓGICO POR SU CONDICIÓN DE TALES, 
TANTO EN EL ÁMBITO PÚBLICO COMO EN EL 
PRIVADO. SE ENTIENDE POR VIOLENCIA 
CONTRA LAS MUJERES: A) LA QUE TENGA 
LUGAR DENTRO DE LA FAMILIA O UNIDAD 
DOMÉSTICA O EN CUALQUIER OTRA RELACIÓN 
INTERPERSONAL, YA SEA QUE EL AGRESOR 
COMPARTA O HAYA COMPARTIDO EL MISMO 
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I. INTRODUCCIÓN
A raíz de esta coyuntura del COVID 19 que nos afectó a 
todos los peruanos; el Poder Ejecutivo promulgó el 
Decreto Supremo N° 044-2020-PCM, mediante el cual 
declaró el estado de emergencia nacional por las graves 
circunstancias que afectan la vida de la Nación a 
consecuencia del brote del Covid-19, siendo que todas las 
instancias judiciales y administrativas se vieron 
afectadas. 

Es por ello que con fecha 27 de abril del 2020, se publicó 
en el Diario Oficial “El Peruano” el Decreto Legislativo N° 
1470, el cual tiene por objeto establecer MEDIDAS 
ESPECÍFICAS para REFORZAR la actuación del Estado, 
a fin de garantizar la atención de casos de violencia contra 
las mujeres e integrantes del grupo familiar durante la 
emergencia sanitaria declarada por el COVID-19. El 
presente trabajo de estudio se realiza en base al Decreto 
Legislativo N° 1470, específicamente de su artículo 4, 
inciso 4.3, el cual indica que por la emergencia sanitaria 
“dicta en el acto las medidas de protección y/o cautelares 
idóneas, prescindiendo de la audiencia y con la 
información que tenga disponible, no siendo necesario 
contar con la ficha de valoración de riesgo, informe 
psicológico u otro documento que por la inmediatez no 
sea posible obtener”. Se ha conseguido determinar que el 
Decreto Legislativo N° 1470, trae consigo una serie de 
vulneraciones constitucionales para el denunciado, tales 
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ACORDES CON LAS NECESIDADES DE LA 
VÍCTIMA. EN ESTE SUPUESTO EL JUEZ PUEDE 
PRESCINDIR DE LA AUDIENCIA. LA AUDIENCIA 
ES INAPLAZABLE Y SE REALIZA CON LOS 
SUJETOS PROCESALES QUE SE ENCUENTREN 
PRESENTES. EL JUZGADO DE FAMILIA, POR EL 
MEDIO MÁS CÉLERE, COMUNICA LA EMISIÓN 
D E  L A S  M E D I D A S  A  L A S  E N T I D A D E S 
ENCARGADAS DE SU EJECUCIÓN PARA SU 
CUMPLIMIENTO INMEDIATO.” Respecto de ello se 
infiere que la norma, nos plantea dos etapas una 
primera que vendría a ser una etapa tutelar y 
segunda que vendría a ser una etapa penal. Se 
menciona que la primera es una etapa tutelar en la 
razón de que se evidencia la garantía constitucional 
para recurrir ante las autoridades judiciales, esto con 
el objetivo de obtener protección de manera 
inmediata, esta etapa estaría a cargo de los 
Juzgados de Familia, que según norma, garantiza 
una actuación inmediata y oportuna, respondiendo 
con medidas de protección, seguido de ello pasamos 
a una etapa penal, donde se va a tener ́ presentes al 
Ministerio Público y el Juez Penal , que según lo 
crean oportuno, el fiscal hará las investigaciones 
correspondientes y el Juez hará la valoración de los 
medios probatorios.

III. CONTROVERSIA: EL DERECHO A 
L A  D E F E N S A  Y  E L  D E B I D O 
PROCESO V.S ETAPA CAUTELAR

No es novedad que la etapa cautelar ha venido teniendo 
cuestionamientos, ya que se considera como una etapa 
rápida, para ello se debe definir primero el debido proceso, 
sito al caso tribunal constitucional vs. Perú, emitida por la 
CIDH, en su sentencia de fecha 31 de enero del 2001, 
párrafo 69, que nos dice que el debido proceso es: “el 
conjunto de requisitos que deben observarse en las 
instancias procesales, a efectos de que las personas 
puedan defenderse adecuadamente ante cualquier tipo 
de acto emanado del estado que pueda afectar sus 
derechos”. 

Ahora por el tema del derecho a la defensa, se tiene que 
esta misma se le otorga al denunciado desde la 
investigación penal o en la etapa de apelación, debe 
recordarse que ello es insuficiente, toda vez que el 
denunciado durante la emisión de las medidas de 
protección, no goza de su derecho de defensa. Asimismo, 
el Tribunal Constitucional del Perú en el Exp. N° 00111-
2024-PHC/TC ha precisado que el derecho de defensa 
tiene una doble dimensión: una material, referida al 
derecho del imputado de ejercer su propia defensa desde 
el mismo instante en que toma conocimiento de que se le 
atribuye la comisión de determinado hecho delictivo; y otra 
formal, que supone el derecho a una defensa técnica, esto 
es, al asesoramiento y patrocinio de un abogado defensor 
de su elección desde que la persona es citada o detenida 
por la autoridad, asimismo de acuerdo con Morocho D.S.y 
Calle J.L.(2021) el derecho de defensa “Es un derecho 
que tiene toda persona de accionar a su favor para 
presentarse ante los órganos pertinentes con el fin de 
proteger sus intereses que se encuentren involucrados o 
para afrontar a la parte contraria, en tal sentido la defensa 
es la utilización de los medios necesarios para hacer valer 
sus derechos frente a algún hecho por el que se le atribuya 
(3). 

Sin embargo, y conforme a la Modificatoria de la Ley Nro. 
30364, que es el Decreto Ley Nro. 1386 en su artículo 16, 
inciso b., hace referencia expresamente para los casos de 

DOMICILIO QUE LA MUJER. COMPRENDE, 
ENTRE OTROS, VIOLACIÓN, MALTRATO FÍSICO 
O PSICOLÓGICO Y ABUSO SEXUAL. B) LA QUE 
TENGA LUGAR EN LA COMUNIDAD, SEA 
PERPETRADA POR CUALQUIER PERSONA Y 
COMPRENDE, ENTRE OTROS, VIOLACIÓN, 
ABUSO SEXUAL,  TORTURA,  TRATA DE 
PERSONAS,  PROSTITUCIÓN FORZADA, 
SECUESTRO Y ACOSO SEXUAL EN EL LUGAR 
DE TRABAJO, ASÍ COMO EN INSTITUCIONES 
EDUCATIVAS, ESTABLECIMIENTOS DE SALUD O 
CUALQUIER OTRO LUGAR. C) LA QUE SEA 
PERPETRADA O TOLERADA POR LOS AGENTES 
DEL ESTADO, DONDE QUIERA QUE OCURRA. En 
este sentido, Pérez A. y Rodriguez A (2024) indican 
que “La violencia contra la mujer ha estado presente 
a lo largo de la historia; sin embargo, existe suficiente 
evidencia para reconocer que se encuentra en 
aumento en todo el mundo en la actualidad. (1). Para 
la Organización Mundial de la Salud (OMS, 2021) se 
puede afirmar inequívocamente, que la violencia 
contra la mujer se encuentra en auge y generalizada 
en el mundo. Es un problema de impacto mundial 
que afecta a un número significativo de mujeres y 
exige soluciones inmediatas desde todas las aristas 
de intervención posible: políticas públicas, estatales, 
sectoriales, fortalecimiento legal, rapidez en el 
enfrentamiento y solución de los casos, intervención 
comunitaria, escolar, familiar, servicios profesionales 
de salud mental, etc. (2). 

2.2. Violencia contra los integrantes del grupo del 
familiar 

 La encontramos definida en el artículo 6 de la ley en 
mención, que estipula lo siguiente: “ARTÍCULO 6. LA 
VIOLENCIA CONTRA CUALQUIER INTEGRANTE 
DEL GRUPO FAMILIAR ES CUALQUIER ACCIÓN 
O CONDUCTA QUE LE CAUSA MUERTE, DAÑO O 
S U F R I M I E N T O  F Í S I C O ,  S E X U A L  O 
PSICOLÓGICO Y QUE SE PRODUCE EN EL 
C O N T E X T O  D E  U N A  R E L A C I Ó N  D E 
RESPONSABILIDAD, CONFIANZA O PODER, DE 
PARTE DE UN INTEGRANTE A OTRO DEL GRUPO 
F A M I L I A R .  S E  T I E N E  E S P E C I A L 
CONSIDERACIÓN CON LAS NIÑAS, NIÑOS, 
ADOLESCENTES, ADULTOS MAYORES Y 
PERSONAS CON DISCAPACIDAD.”. Así mismo, 
debemos dirigirnos al artículo 16 de la ley en 
mención, que es tema central del presente artículo 
académico, el cual nos expresa lo siguiente: 
“ARTÍCULO 16.- EL PROCESO ESPECIAL DE 
V I O L E N C I A C O N T R A L A S  M U J E R E S  E 
INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR SE 
REALIZA TENIENDO EN CUENTA LO SIGUIENTE: 
A) EN CASO DE RIESGO LEVE O MODERADO, 
IDENTIFICADO EN LA FICHA DE VALORACIÓN 
DE RIESGO, EL JUZGADO DE FAMILIA, EN EL 
PLAZO MÁXIMO DE CUARENTA Y OCHO (48) 
HORAS, CONTADAS DESDE QUE TOMA 
CONOCIMIENTO DE LA DENUNCIA, EVALÚA EL 
CASO Y RESUELVE EN AUDIENCIA LA EMISIÓN 
DE LAS MEDIDAS DE PROTECCIÓN Y/O 
CAUTELARES REQUERIDAS, QUE SEAN 
ACORDES CON LAS NECESIDADES DE LA 
VÍCTIMA. B) EN CASO DE RIESGO SEVERO, 
IDENTIFICADO EN LA FICHA DE VALORACIÓN 
DE RIESGO, EL JUZGADO DE FAMILIA, EN EL 
PLAZO MÁXIMO DE VEINTICUATRO (24) HORAS, 
CONTADAS DESDE QUE TOMA CONOCIMIENTO 
DE LA DENUNCIA, EVALÚA EL CASO Y EMITE 
L A S  M E D I D A S  D E  P R O T E C C I Ó N  Y / O 
CAUTELARES REQUERIDAS, QUE SEAN 
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penal y además la culpabilidad, siendo que el Decreto 
legislativo N° 1470 en su Artículo 4, inciso 4.3; estaría 
vulnerando también la presunción de inocencia, ello al 
imponer estas medidas de protección sin ningún elemento 
de convicción que logre quebrantar este mismo.

V. FINALIDAD DE LAS MEDIDAS DE 
PROTECCIÓN
En primer lugar, corresponde definir que son las medidas 
de protección, el Ministerio Público en el Manual de 
Procedimientos de las Fiscalías de Familia señala que “las 
medidas de protección son disposiciones que emiten los 
operadores cal i f icados, (…) atendiendo a tres 
consideraciones básicas: urgencia, necesidad y peligro en 
la demora” y “están orientadas a dotar a la víctima con las 
condiciones necesarias básicas que le permitan el normal 
desarrollo de sus actividades cotidianas” (5). Ahora, la 
finalidad de las medidas de protección se encuentra 
expresamente señalada en la Ley N° 30364 en el Capítulo 
III en el artículo 22, que refiere “El objeto de las medidas de 
protección es neutralizar o minimizar los efectos nocivos 
de la violencia ejercida por la persona denunciada, y 
permitir a la víctima el normal desarrollo de sus 
actividades cotidianas; con la finalidad de asegurar su 
integridad (…). El juzgado las dicta teniendo en cuenta el 
riesgo de la víctima, la urgencia y necesidad de la 
protección y el peligro en la demora.”. 

Por lo que nos lleva a preguntarnos si esta finalidad 
contraviene con el Decreto Legislativo N°1470 en su 
Artículo 4, inciso 4.3; en atención a ello, el juzgador 
competente va prescindir de la audiencia y solo valorara la 
información que tenga disponible; esto es la denuncia 
(sindicación de la presunta víctima), la cual va valorar con 
un riego alto, con urgencia, necesidad de la protección y el 
peligro en la demora; y con ello se dictara las medidas de 
protección para evitar la presunta violencia familiar, sin 
tener en cuenta que puede estar frente a una falsa 
denuncia induciendo al error al propio juzgador, 
quebrantando los derechos constitucionales del 
denunciado; lo que nos lleva a inferir que, si bien de 
manera teórica la finalidad de las medidas de protección 
es tratar de neutralizar la presunta violencia, sin embargo 
en la práctica, al imponer estas medidas de protección 
solo valorando como prueba la denuncia verbal, y no 
pruebas objetivas (ficha de valoración de riesgo, informes 
psicológicos o el examen físico), que determinan de 
manera fehaciente una presunta agresión, se estarían 
vulnerando sus garantías procesales, el justiciable no 
estaría brindando una garantía de salvaguarda a la vida, 
integridad psicológica y física, la dignidad, la libertad de 
las personas así como la recomposición del grupo familiar 
a través de derivación a tratamientos, entre otras; más 
bien, estaría vulnerando sus derechos fundamentales del 
denunciado, ante ello, primero se tendría que alcanzar 
cierto nivel de convicción para dictar las medidas de 
protección, y se logre el quebrantamiento de la presunción 
de inocencia del denunciado. 

VI. CONCLUSIONES
La Ley N° 30364 que regula el proceso especial trae una 
serie de vulneraciones constitucionales al demandado, 
tales como el derecho del debido proceso y derecho al 
plazo razonable que se encuentran dentro del derecho de 
defensa que toda persona debe de gozar.
La ley N° 30364 tiene intención u objetivo de agilizar el 
dictado de medidas protección para proteger a la víctima 
de manera inmediata, sin embargo, existe una grave 
interpretación en el artículo 16 de la mencionada ley, 
indicando que en “caso de riesgo severo (…) el juez puede 

riesgo severo “el juez puede prescindir de la audiencia”, 
por lo que ese “puede” nos hace referencia que en la 
mayoría de los casos de riesgo severo el legislador en el 
plazo señalado de 24 horas no convoca audiencia y solo 
hace la valoración de los elementos de convicción que se 
tiene hasta ese momento; es decir; cuando la presunta 
víctima sufre violencia familiar, acude a la dependencia 
policial más cercana para realizar una denuncia verbal, en 
el acto el personal policial a cargo, procede a realizarle 
“una ficha de valoración de riesgo”, la misma que es 
clasificada, según el mencionado artículo como, a) Riesgo 
leve o moderado y b) Riesgo severo. Asimismo, en ese 
momento la victima pasa un examen Física y/o 
psicológico, y se recaba su declaración; siendo que según 
el articulado el juez “evalúa el caso y emite las medidas de 
protección y/o cautelares que sean de acuerdo a las 
necesidades de la víctima”. Sin embargo, el Decreto 
Legislativo N° 1470 en su Artículo 4, inciso 4.3, indica “El 
juzgado de familia u otro con competencia material en la 
emergencia sanitaria dicta en el acto las medidas de 
protección y/o cautelares idóneas, prescindiendo de la 
audiencia y con la información que tenga disponible, no 
siendo necesario contar con la ficha de valoración de 
riesgo, informe psicológico u otro documento que por la 
inmediatez no sea posible obtener (…) ”; es decir el 
juzgado competente solo valora las pruebas que tenga en 
ese momento (denuncia verbal); por lo que sin ningún 
elemento de convicción o de motivación, impone las 
medidas de protección; si bien es cierto, dichas medidas 
son preventivas, sin embargo se advierte la vulneración al 
debido proceso y la presunción de inocencia la cual es 
vulnerada una vez dictada dichas medidas de protección.

IV. DERECHO DE PRESUNCIÓN DE 
INOCENCIA

En nuestra legislación en el código procesal penal en el 
título preliminar en su Artículo II, nos refiere expresamente 
que “Toda persona imputada de la comisión de un hecho 
punible es considerada inocente, y debe ser tratada como 
tal, mientras no se demuestre lo contrario y se haya 
declarado su responsabilidad mediante sentencia firme 
debidamente motivada. Para estos efectos, se requiere de 
una suficiente actividad probatoria de cargo, obtenida y 
actuada con las debidas garantías procesales. En caso de 
duda sobre la responsabilidad penal debe resolverse a 
favor del imputado. Hasta antes de la sentencia firme, 
ningún funcionario o autoridad pública puede presentar a 
una persona como culpable o brindar información en tal 
sentido”; y, de acuerdo con Chirinos J. (2023) quien indica 
que este derecho se encuentra directamente relacionado 
con la libertad que tiene el imputado en el desarrollo del 
proceso penal, debiendo ser tratado como tal, en el 
decurso del mismo ya sea desde el momento que es 
detenido por la Policía o por arresto ciudadano cuando se 
trata de una flagrancia delictiva, en tal sentido, ninguna 
autoridad puede presentar al arrestado como culpable sin 
que haya una sentencia judicial en su contra. (4). Por lo 
que la presunción de inocencia, impone la obligación de 
tratar al procesado como inocente y no como culpable, 
teniendo en consideración la perspectiva que se 
demuestre lo contrario, a través de una sentencia firme 
como lo señala nuestra legislación, siendo que la 
vulneración de esta derecho estaría vulnerando 
conjuntamente el debido proceso por lo que se tendría que 
pedir la nulidad de aquellos actos jurisdiccionales en los 
que se impute una culpabilidad estructurada en hechos 
presuntos. Por otro lado, en un proceso que se respeta el 
debido proceso y la presunción de inocencia que goza una 
persona, este es rebasado cuando hay una prueba 
fehaciente que demuestra la existencia real del ilícito 
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prescindir la audiencia”. La norma no dice que “no 
deberá”, pero en la realidad vemos que a raíz de la 
pandemia del COVID 19 por el decreto legislativo N° 1470, 
se viene prescindiendo en cualquier caso generando que 
el juez no conozca el fondo del asunto, aun así, no 
teniendo un mínimo de certeza y de elementos de 
convicción que logren quebrantar el principio de 
inocencia, por lo que genera un dictado de medidas 
genéricas para todos los casos sin valorarse la eficacia y 
de la posibilidad de poder contrarrestar los actos de 
violencia, afectado la tutela jurisdiccional efectiva de la 
víctima. 

El Decreto Legislativo N° 1470 que establece medidas 
para garantizar la atención y protección de las víctimas de 
violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo 
familiar durante la Emergencia Sanitaria declarada por el 
COVID-19, también trae una serie de vulneraciones 
constitucionales al denunciado, tales como el derecho al 
debido proceso, derecho de defensa y a la presunción de 
inocencia, ya que en su Artículo 4 en su inciso 4.3 el cual 
indica que se prescinde de audiencia y el juez valorará las 
pruebas que se tenga en ese momento sin importar que no 
haya informe psicológico, examen físico e incluso la ficha 
de valoración de riesgo, siendo que esto genera que el 
denunciado no pueda ejercer su derecho de defensa y 
aportar sus propios medios probatorios en caso de 
contradicción de estar frente a una falsa denuncia.
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